
INCIDENCIA DE LA LEY 11/2020, DE 30 DE DICIEMBRE, DE PRESUPUESTOS GENERALES DEL
ESTADO PARA EL AÑO 2021, EN EL ÁMBITO DE LA ADMINISTRACIÓN LOCAL

La Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2021
(en adelante LPGE), publicada en el B.O.E. de 31 de diciembre de 2020, incluye una serie de
modificaciones normativas que afectan a las Entidades Locales.

Esta nota trata de resumir las de mayor trascendencia, incluyendo, para cada una de ellas, un
breve análisis en atención a la materia modificada. Las modificaciones de mayor incidencia
para  las  Entidades  locales  son  las  contenidas  en  los  siguientes  artículos  y  disposiciones
adicionales y finales de la reciente LPGE:

- Art. 18 y 22: Retribuciones de los empleados públicos

- Art.  19: Oferta de empleo público y tasa de reposición (y DA 159ª: Tasa reposición
adicional policía local).

- Art. 29: Prohibición de ingresos atípicos.

- Art. 60: Escala de retenciones del IRPF

- Art. 67. Impuesto sobre Actividades Económicas.

- Arts. 85 y ss Revisión cuatrienal del ámbito subjetivo de la aplicación de los modelos de
financiación.

- Art. 112: Información a suministrar por las Corporaciones locales.

Art.113. Retenciones a practicar a las EELL.

- Art. 119 y ss Cotizaciones sociales

-             DA 28ª: Retribuciones Juzgados de Paz

- DA 29ª: Retribuciones miembros corporaciones locales

- DA 49ª: Interés legal

- DA 105 a 109: Financiación entidades locales

- DT  4ª  Ampliación  del  plazo  para  la  autorización  y  publicación  de  los  procesos  de
estabilización de empleo temporal de 2018

- DF 2ª  Modificación de la  Ley  70/1978,  de 26 de diciembre,  de  reconocimiento de
servicios previos en la Administración Pública.

- DF 16ª Modificación de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

- DF 18ª Modificación del RD-l 1/2004, TR de la Ley del Catastro Inmobiliario.

- DF 19ª: TRLRHL: Cuenta general.

- DF 34ª Modificación de la Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Público.

- DF 36ª: TRET
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- DF 37ª: EBEP: Permisos y Vacaciones

- DF 40ª: LCSP 9/2017: modificación de cuantías del Procedimiento abierto simplificado
y procedimiento abierto simplificado sumario

RETRIBUCIONES DEL PERSONAL: lo más notable en esta materia es la  limitación, al 0,9 por
ciento, del crecimiento de las retribuciones del personal al servicio del sector público (en el
que  se  incluyen  las  entidades  locales),  así  como de  la  masa  salarial  del  personal  laboral,
respecto a las vigentes a 31 de diciembre de 2020, en términos de homogeneidad para los dos
períodos de la comparación.

El texto figura a continuación:

Artículo 18.  Bases y  coordinación de la  planificación general  de la  actividad económica en
materia de gastos de personal al servicio del sector público. 

Uno. A efectos de lo establecido en el presente Capítulo, constituyen el sector público:

a) La Administración General del Estado, sus Organismos autónomos y Agencias estatales y
las Universidades de su competencia.

b) Las  Administraciones  de  las  Comunidades  Autónomas,  los  Organismos  de  ellas
dependientes y las Universidades de su competencia.

c) Las Corporaciones locales y Organismos de ellas dependientes.
d) Las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social.
e) Los órganos constitucionales del Estado, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 72.1

de la Constitución, así como las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas.
f) Las  sociedades  mercantiles  públicas,  entendiendo  por  tales  aquellas  en  las  que  la

participación, directa o indirecta, en su capital social de las Administraciones y entidades
enumeradas en este artículo sea superior al 50 por ciento. En el sector público estatal se
considerarán como tales las reguladas en el  artículo 111.1 de la Ley 40/2015, de 1 de
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

g) Las  entidades  públicas empresariales  y  el  resto de los  organismos públicos  y  entes del
sector público estatal, autonómico y local.

h) Las fundaciones del sector público y los consorcios participados mayoritariamente por las
Administraciones y Organismos que integran el sector público.

i) El  Banco de España en los términos  establecidos en la  Ley 13/1994,  de 1 de junio,  de
Autonomía del Banco de España.

j) El Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria (FROB).

Dos. En el año 2021, las retribuciones del personal al servicio del sector público no podrán
experimentar un incremento global superior al 0,9 por ciento respecto a las vigentes a 31 de
diciembre de 2020, en términos de homogeneidad para los dos períodos de la comparación,
tanto por lo que respecta a efectivos de personal como a la antigüedad del mismo. Los gastos
de acción social no podrán incrementarse, en términos globales, respecto a los de 2020. A este
respecto,  se  considera  que  los  gastos  en  concepto  de  acción  social  son  beneficios,
complementos  o  mejoras  distintos  a  las  contraprestaciones  por  el  trabajo  realizado  cuya
finalidad es satisfacer determinadas necesidades consecuencia de circunstancias personales del
citado personal al servicio del sector público.
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Tres. En el sector público se podrán realizar aportaciones a planes de pensiones de empleo o
contratos  de seguro colectivos  siempre  que no se  supere  el  incremento global  fijado en el
apartado anterior.

Cuatro.  La  masa  salarial  del  personal  laboral,  que  podrá  incrementarse  en  el  porcentaje
máximo previsto en el apartado Dos de este artículo, en términos de homogeneidad para los
dos  períodos  objeto  de  comparación,  está  integrada  por  el  conjunto  de  las  retribuciones
salariales y extrasalariales devengadas por dicho personal en el año anterior.

Se exceptúan, en todo caso:

a) Las prestaciones e indemnizaciones de la Seguridad Social.
b) Las cotizaciones al sistema de la Seguridad Social a cargo del empleador.
c) Las indemnizaciones correspondientes a traslados, suspensiones o despidos.
d) Las indemnizaciones o suplidos por gastos que hubiera realizado el trabajador.

Cinco. 1. Los funcionarios a los que resulta de aplicación el artículo 76 del Texto Refundido de la
Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015,
de 30 de octubre (en adelante, EBEP), e incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley 30/1984,
de  2 de agosto,  de medidas  para  la  reforma de la  Función  Pública,  en  los  términos  de  la
disposición final cuarta del EBEP o de las Leyes de Función Pública dictadas en desarrollo de
aquel,  percibirán,  en  concepto  de  sueldo  y  trienios,  en  las  nóminas  ordinarias  de  enero  a
diciembre de 2021, las cuantías referidas a doce mensualidades que se recogen a continuación:

Grupo/Subgrupo EBEP Sueldo (€) Trienios (€)

A1 14.572,68 560,88

A2 12.600,72 457,44

B 11.014,68 401,28

C1 9.461,04 346,20

C2 7.874,16 235,68

E (Ley 30/1984) y Agrupaciones Profesionales (EBEP) 7.206,96 177,36

2. Los funcionarios a que se refiere el punto anterior  percibirán, en cada una de las pagas
extraordinarias de los meses de junio y diciembre en el año 2021, en concepto de sueldo y
trienios, los importes que se recogen a continuación:

Grupo/Subgrupo EBEP Sueldo (€) Trienios (€)

A1 749,38 28,85

A2 765,83 27,79

B 793,33 28,92

C1 681,43 24,91

C2 650,20 19,44

E (Ley 30/1984) y Agrupaciones Profesionales (EBEP) 600,58 14,78

Seis.  A efectos  de lo  dispuesto en el  apartado anterior,  las  retribuciones a percibir  por los
funcionarios públicos que hasta la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2007
han  venido  referenciadas  a  los  grupos  de  titulación  previstos  en  el  artículo  25  de  la  Ley
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30/1984,  de  2  de  agosto,  están  referenciadas  a  los  grupos  y  subgrupos  de  clasificación
profesional  establecidos  en  el  artículo  76  y  disposición  transitoria  tercera  del  EBEP,  sin
experimentar otras variaciones que las derivadas de esta Ley. Las equivalencias entre ambos
sistemas de clasificación son las siguientes:

Grupo A Ley 30/1984: Subgrupo A1 EBEP.

Grupo B Ley 30/1984: Subgrupo A2 EBEP.

Grupo C Ley 30/1984: Subgrupo C1 EBEP.

Grupo D Ley 30/1984: Subgrupo C2 EBEP.

Grupo E Ley 30/1984: Agrupaciones profesionales EBEP.

Siete.  Lo  dispuesto  en  los  apartados  anteriores  debe  entenderse  sin  perjuicio  de  las
adecuaciones retributivas que, con carácter singular y excepcional, resulten imprescindibles por
el contenido de los puestos de trabajo, por la variación del número de efectivos asignados a
cada programa o por el grado de consecución de los objetivos fijados al mismo.

Ocho. Los acuerdos, convenios o pactos que impliquen crecimientos retributivos superiores a
los  fijados  en  este  artículo  deberán  experimentar  la  oportuna  adecuación,  deviniendo
inaplicables las cláusulas que se opongan al mismo.

Nueve. Las referencias a retribuciones contenidas en esta Ley se entienden siempre hechas a
retribuciones íntegras.

Diez. Los límites establecidos en este artículo serán de aplicación a las retribuciones de los
contratos mercantiles del personal del sector público.

Once. Este artículo tiene carácter básico y se dicta al amparo de los artículos 149.1.13.ª y 156.1
de la Constitución. Además, el apartado Tres se dicta en aplicación de lo dispuesto en el artículo
29 del EBEP.

OFERTA DE EMPLEO PÚBLICO Y TASA DE REPOSICIÓN: El artículo 19 de la LPGE limita con
carácter  general  la  tasa  de  reposición  de  efectivos  al  100%,  excepto  en  relación  con  los
sectores prioritarios (para los que se incrementa hasta el 110 %). Para las entidades locales
que tuvieran amortizada su deuda financiera a 31 de diciembre de 2020, el límite de la tasa de
reposición será del 110 % en todos los sectores. Para la policía local, la tasa será del 115 %
(tasa que podrá incrementarse en los términos previstos por la disposición adicional 159ª).

El texto relevante para las entidades locales figura a continuación:

Artículo 19. Oferta de Empleo Público, contratos y nombramientos temporales del personal del
sector público.

Uno. 1. La incorporación de personal de nuevo ingreso con una relación indefinida en el sector
público, a excepción de los órganos contemplados en el apartado Uno.e) del artículo anterior,
se regulará por los criterios señalados en este artículo y se sujetará a una tasa de reposición de
efectivos del 110 por cien en los sectores prioritarios y del 100 por cien en los demás sectores.

Las  entidades  locales  que  tuvieran  amortizada  su  deuda  financiera  a  31  de  diciembre  del
ejercicio anterior tendrán un 110 por cien de tasa en todos los sectores.
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2.  Las  sociedades  mercantiles  públicas  y  entidades  públicas  empresariales,  fundaciones  del
sector  público  y  consorcios  participados  mayoritariamente  por  las  Administraciones  y
Organismos que integran el sector público,  se regirán por lo dispuesto en las disposiciones
adicionales vigésima, vigésima primera y vigésima segunda.

3. Se consideran sectores prioritarios a efectos de la tasa de reposición:

A)  Administraciones  Públicas  con  competencias  educativas  para  el  desarrollo  de  la  Ley
Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, en relación con la determinación del número de
plazas para el acceso a los cuerpos de funcionarios docentes.

B) Administraciones Públicas con competencias sanitarias respecto de las plazas de personal
estatutario y equivalente de los servicios de salud del Sistema Nacional de Salud.

(…)

D) Administraciones Públicas respecto del control y lucha contra el fraude fiscal, laboral, de
subvenciones públicas y en materia de Seguridad Social, y del control de la asignación eficiente
de los recursos públicos.

E) Administraciones Públicas respecto del asesoramiento jurídico y la gestión de los recursos
públicos.

(…)

G)  Administraciones  Públicas  respecto  de  la  cobertura  de  las  plazas  correspondientes  al
personal de los servicios de prevención y extinción de incendios.

 (…)

Ñ) Plazas de personal que presta asistencia directa a los usuarios de los servicios sociales.

O) Plazas de personal que realiza la gestión de prestaciones y políticas activas en materia de
empleo.

P) Plazas de seguridad y emergencias.

Q)  Plazas  de  personal  que  realiza  una  prestación  directa  a  los  usuarios  del  servicio  de
transporte público.

R) Personal de atención a los ciudadanos en los servicios públicos.

S)  Personal  que  preste  servicios  en  el  área  de  las  tecnologías  de  la  información  y  las
comunicaciones.

4. La tasa será del 115 por ciento para las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, cuerpos
de Policía Autonómica y Policías Locales.

5. En todo caso, la oferta deberá atenerse a las disponibilidades presupuestarias del capítulo I
del presupuesto de gastos.

6. No computarán para el límite máximo de tasa:

a) El  personal  que  se  incorpore  en  ejecución  de  ofertas  de  empleo  público  de  ejercicios
anteriores.

b) Las plazas que se convoquen por promoción interna.
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c) Las plazas correspondientes al personal declarado indefinido no fijo por sentencia judicial.

(…)

7. Para calcular la tasa de reposición de efectivos el porcentaje de tasa máximo autorizado se
aplicará  sobre  la  diferencia  entre  el  número  de  empleados  fijos  que,  durante  el  ejercicio
presupuestario anterior, dejaron de prestar servicios y el número de empleados fijos que se
hubieran incorporado en el referido ejercicio, por cualquier causa, excepto los procedentes de
ofertas de empleo público,  o reingresado desde situaciones que no conlleven la reserva de
puestos  de  trabajo.  A  estos  efectos,  se  computarán  los  ceses  por  jubilación,  retiro,
fallecimiento,  renuncia,  declaración  en  situación  de  excedencia  sin  reserva  de  puesto  de
trabajo,  pérdida  de  la  condición  de  funcionario  de  carrera  o  la  extinción  del  contrato  de
trabajo, o en cualquier otra situación administrativa que no suponga la reserva de puesto de
trabajo  o  la  percepción  de  retribuciones  con cargo a la  Administración en la  que se  cesa.
Igualmente, se tendrán en cuenta las altas y bajas producidas por los concursos de traslados a
otras  Administraciones  Públicas.  No  computarán  como  ceses  los  que  se  produzcan  como
consecuencia de procesos de promoción interna, (…).

Dos. La validez de la tasa autorizada estará condicionada, de acuerdo con el artículo 70 del
EBEP:

a) A que las plazas se incluyan en una Oferta de Empleo Público que deberá ser aprobada por
los órganos de Gobierno de las Administraciones Públicas y publicarse en el Boletín Oficial
de  la  Provincia,  de  la  Comunidad  Autónoma  o,  en  su  caso,  del  Estado,  antes  de  la
finalización de cada año

b) A  que  la  convocatoria  de  las  plazas  se  publique  en  el  Diario  oficial  de  la  Provincia,
Comunidad Autónoma o, en su caso, del Estado, en el plazo improrrogable de tres años, a
contar desde la fecha de la publicación de la Oferta de Empleo Público en la que se incluyan
las plazas.

Como  consecuencia  de  lo  anterior  la  oferta  autorizada  se  considera  consumida  una  vez
celebrados los procesos selectivos correspondientes, con independencia del resultado de dichos
procesos.

Tres.  1.  La  tasa  de  reposición  de  uno  o  varios  sectores  o  colectivos  prioritarios  se  podrá
acumular en otros sectores o colectivos prioritarios. Igualmente, la tasa de reposición de los
sectores no prioritarios podrá acumularse en los sectores prioritarios. Las entidades locales que
tuvieran  amortizada  su  deuda  financiera  a  31  de  diciembre  del  ejercicio  anterior  podrán
acumular su tasa de reposición indistintamente en cualquier sector.

(…)

2.  No  se  autoriza  la  cesión  de  tasa  de  reposición  de  las  Administraciones  Públicas  a  sus
sociedades mercantiles públicas, entidades públicas empresariales, fundaciones y consorcios.

(…)

4. En los supuestos en los que se produzca acumulación de la tasa de reposición, la publicación
de la oferta de empleo público del organismo que la cede y del que la recibe, deberá contener el
número de plazas, así como el sector o colectivo objeto de esa acumulación.
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Cuatro.  No  se  podrá  contratar  personal  temporal,  ni  realizar  nombramientos  de  personal
estatutario temporal y de funcionarios interinos excepto en casos excepcionales y para cubrir
necesidades urgentes e inaplazables.

(…)

Siete. Los apartados uno a cuatro de este artículo tienen carácter básico y se dictan al amparo
de los artículos 149.1.13.ª y 156.1 de la Constitución.

-------

Disposición  adicional  centésima quincuagésima novena.  Tasa  adicional  de  reposición  de  la
policía local.

Adicionalmente a lo previsto en el artículo 19 de esta Ley, y con el fin de garantizar el ejercicio
de las funciones de las Administraciones Públicas en materia de seguridad y orden público, en
el supuesto de que en aplicación de lo establecido en el artículo 206.1 del Texto Refundido de la
Ley General de la Seguridad Social se produzca el anticipo de edad de jubilación de los policías
locales,  las  Entidades  Locales  podrán  disponer  durante  2020,  exclusivamente  para  este
colectivo,  de una tasa adicional  de reposición determinada por el  número de bajas que se
prevean en este ejercicio y en el ejercicio 2021 como consecuencia de dicho adelanto de la edad
de jubilación. Esta tasa adicional se descontará de la que pudiera corresponder en los ejercicios
2021 y 2022.

PROCESOS DE ESTABILIZACIÓN: La disposición adicional 23ª de la LPGE dispone que  la tasa
adicional para la estabilización de empleo temporal en los términos y condiciones que regula el
artículo 19.uno.6 de la Ley 3/2017, de 27 de junio, de Presupuestos Generales del Estado para
el  año  2017,  incluirá  hasta  el  100  por  ciento  de  las  plazas  que,  estando  dotadas
presupuestariamente, hayan estado ocupadas de forma temporal  e ininterrumpidamente al
menos en los tres años anteriores a 31 de diciembre de 2016.

Asimismo, la DT 4ª con carácter excepcional, se amplía hasta el 31 de diciembre de 2021 el
plazo para aprobar y publicar los procesos de estabilización de empleo temporal  a que se
refieren las disposiciones adicionales vigésima novena, trigésima y trigésima primera de la Ley
6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018. 

RECONOCIMIENTO DE SERVICIOS PREVIOS.- Disposición final segunda. Modificación de la Ley
70/1978, de 26 de diciembre, de reconocimiento de servicios previos en la Administración
Pública.

Con efectos desde la entrada en vigor de esta Ley y vigencia indefinida se modifica la Ley
70/1978, de 26 de diciembre, de reconocimiento de servicios previos en la Administración
Pública, de la siguiente forma:

«Artículo segundo.

Uno. El devengo de los trienios se efectuará aplicando a los mismos el valor que corresponda a
los del Cuerpo, Escala, plantilla o plaza con funciones análogas a las desempeñadas durante el
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tiempo  de  servicios  prestados  que  se  reconozcan  conforme  a  lo  dispuesto  en  el  artículo
anterior.

Los servicios prestados en condición distinta a la de funcionario de carrera se valorarán en
todo caso y a efectos retributivos, en la misma cuantía que corresponda a los del  Cuerpo,
Escala, plantilla o plaza con funciones análogas a las prestadas.

Dos. Cuando los servicios computables a que se refiere el punto tres del artículo anterior no
lleguen a completar un trienio al pasar de una a otra esfera de la Administración pública, serán
considerados como prestados en esta última, para así  ser tenidos en cuenta, a efectos de
trienios,  según  la  legislación  que  resulte  aplicable  siguiendo  el  orden  cronológico  de  la
prestación de los servicios sucesivos.»

RETRIBUCIONES  JUZGADOS  DE  PAZ:  La  disposición  adicional  28ª  de  la  LPGE  regula  las
retribuciones correspondientes, señalando lo siguiente:

Disposición  adicional  vigésima  octava.  Módulos  para  la  compensación  económica  por  la
actuación de Jueces de Paz y Secretarios de Juzgados de Paz.

Uno. Los Jueces de Paz,  nombrados con arreglo a lo dispuesto en el artículo 101 de la Ley
Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial,  percibirán, de acuerdo con el número de
habitantes de derecho del municipio, las retribuciones anuales que se indican a continuación:

Anual/€

De 1 a 1.999 habitantes. 1.174,88

De 2.000 a 4.999 habitantes. 1.762,09

De 5.000 a 6.999 habitantes. 2.349,38

De 7.000 a 14.999 habitantes. 3.523,83

De 15.000 o más habitantes. 4.698,38

Dos. El personal, excluido el perteneciente a los cuerpos al servicio de la Administración de
Justicia,  que desempeñe funciones de Secretario de un Juzgado de Paz,  con nombramiento
expedido  al  efecto,  percibirá,  de  acuerdo  con  el  número  de  habitantes  de  derecho  del
municipio, las cuantías anuales que se indican a continuación:

Anual/€

De 1 a 499 habitantes. 581,86

De 500 a 999 habitantes. 864,23

De 1.000 a 1.999 habitantes. 1.035,41

De 2.000 a 2.999 habitantes. 1.206,37

De 3.000 a 4.999 habitantes. 1.548,47

De 5.000 a 6.999 habitantes. 1.890,65
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Tres.  Las  cuantías  anteriores  se  financiarán  con  cargo  a  las  correspondientes  aplicaciones
presupuestarias,  y  se  devengarán  por  periodos  trimestrales  en  los  meses  de  marzo,  junio,
septiembre y diciembre.

RETRIBUCIONES DE LOS MIEMBROS DE LAS CORPORACIONES LOCALES: Se refiere a ellas la
disposición adicional 29ª de la LPGE, que incrementa los límites máximos que pueden percibir
los miembros de las corporaciones locales, en los términos siguientes:

Disposición  adicional  vigésima  novena.  Régimen  retributivo  de  los  miembros  de  las
Corporaciones Locales.

De conformidad con lo previsto en el artículo 75 bis de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora
de las Bases del Régimen Local y considerando lo dispuesto en el artículo 20 de la presente ley,
el límite máximo total que pueden percibir los miembros de las Corporaciones Locales por todos
los conceptos retributivos y asistencias, excluidos los trienios a los que, en su caso, tengan
derecho  aquellos  funcionarios  de  carrera  que  se  encuentren  en  situación  de  servicios
especiales, será el que se recoge a continuación, atendiendo a su población:

Habitantes
Referencia

–
€

Más de 500.000 109.494,57

300.001 a 500.000 98.545,10

150.001 a 300.000 87.595,64

75.001 a 150.000 82.121,45

50.001 a 75.000 71.172,02

20.001 a 50.000 60.222,56

10.001 a 20.000 54.747,30

5.001 a 10.000 49.273,11

1.000 a 5.000 43.797,83

En el caso de Corporaciones Locales de menos de 1.000 habitantes, resultará de aplicación la
siguiente escala, atendiendo a su dedicación:

Dedicación
Referencia

–
€

Dedicación parcial al 75 % 32.848,41

Dedicación parcial al 50 % 24.088,65

Dedicación parcial al 25 % 16.424,78

INTERÉS LEGAL DEL DINERO: Su regulación por la LPGE se encuentra en la disposición adicional
49ª, en los términos que figuran a continuación:

Disposición adicional cuadragésima novena. Interés legal del dinero.
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Uno. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1 de la Ley 24/1984, de 29 de junio, sobre
modificación del tipo de interés legal del dinero, este queda establecido en el 3,00 por ciento
hasta el 31 de diciembre del año 2021.

Dos. Durante el mismo periodo, el interés de demora a que se refiere al artículo 26.6 de la Ley
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, será el 3,75 por ciento.

Tres. Durante el mismo periodo, el interés de demora a que se refiere el artículo 38.2 de la Ley
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, será el 3,75 por ciento.

FINANCIACIÓN ENTIDADES LOCALES: Se recoge en las disposiciones adicionales 105 a 109 de
la LPGE.

En  buena  medida,  se  trata  de  cuestiones  que  no  permiten  un  margen  de  opción  para  la
actuación de las entidades locales,  por lo  que se resumen aquí a  grandes rasgos.  Así,  por
ejemplo, se determinan nuevos criterios de cálculo de las entregas a cuenta de la participación
de  las  entidades  locales  en  los  tributos  del  Estado  (d.a.  105ª),  o  para  lo  referente  a  su
liquidación definitiva (d.a. 106ª).

Por otro lado, en lo referente al Fondo de Financiación a Entidades Locales (regulado por el
Real Decreto-ley 17/2014, de 26 de diciembre, de medidas de sostenibilidad financiera de las
comunidades autónomas y entidades locales y otras de carácter económico, y configurado en
tres compartimentos, los Fondos de Ordenación, de Impulso Económico y para la Financiación
de los Pagos a Proveedores,  este último en liquidación),  la  LPGE incorpora  varias medidas
destinadas a ampliar el margen de maniobra de aquellos ayuntamientos que se encuentran
con problemas o situaciones de riesgo financiero,  adoptando medidas  en el  marco de los
mecanismos extraordinarios de financiación y, concretamente, del Fondo de Financiación a
Entidades Locales.

En este sentido, la LPGE 2021 amplía el ámbito objetivo del Fondo de Ordenación, permitiendo
a los municipios que se encuentren en situaciones delicadas y con deudas con acreedores que
puedan  cancelar  éstas,  sustituyéndolas  por  préstamos  con  el  Fondo  de  Financiación  a
Entidades Locales, y ponerse al corriente del pago de las deudas tributarias y con la Seguridad
Social, y además posibilita a estos municipios la cancelación de aquellos préstamos que tengan
formalizados con el  Fondo en liquidación para la  Financiación de los  Pagos a Proveedores
mediante su sustitución con préstamos que puedan formalizar con entidades de crédito. Estas
medidas se prevén, respectivamente, en las disposiciones adicionales 107ª y 108ª de la LPGE.

Una gran incidencia tendrá, previsiblemente, la d.a. 109ª, que permite excepcionalmente, para
2021,  la  formalización  de  operaciones  de  conversión  de  deuda  a  corto  plazo  que  estén
vigentes en operaciones de crédito a largo plazo para entidades locales que hayan presentado
en cualquiera de los dos últimos ejercicios problemas de liquidez o de solvencia. El literal de
esta disposición se reproduce a continuación:

Disposición adicional centésima novena. Consolidación de la deuda a corto plazo en deuda a
largo plazo por parte de las entidades locales.

Uno. Como excepción a lo dispuesto en el texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas
Locales,  aprobado  por  Real  Decreto  legislativo  2/2004,  de  5  de  marzo,  se  autoriza
exclusivamente en 2021 la formalización de operaciones de conversión de deuda a corto plazo
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que estén vigentes en operaciones de crédito a largo plazo por parte de aquellas entidades
locales  que  en  2019  o  en  2020  presenten  remanente  de  tesorería  para  gastos  generales
negativo una vez atendido el saldo de la cuenta 4131 «Acreedores por operaciones pendientes
de aplicar a presupuesto» o, en el caso de que no exista esta divisionaria, la parte del saldo de
la cuenta 413 «Acreedores por operaciones devengadas» que equivale a aquella, o saldos de
cuentas equivalentes en los términos establecidos en la normativa contable y presupuestaria
que  resulta  de  aplicación,  o  que,  en  alguno  de  aquellos  ejercicios,  presenten  ahorro  neto
negativo.

Para la formalización de las operaciones de refinanciación citadas será precisa la adopción de
un acuerdo del órgano competente de la corporación local, con los requisitos de quórum y
votaciones establecidos en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen
Local.

Además, en el caso de que las entidades locales presenten remanente de tesorería negativo
para gastos generales en los términos antes citados, o ahorro neto negativo o endeudamiento
superior al 75 por ciento de sus ingresos corrientes liquidados en el ejercicio inmediato anterior
en los términos definidos en la disposición final trigésima primera de la Ley 17/2012, de 27 de
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2013, las corporaciones locales,
mediante  acuerdo  de  sus  respectivos  Plenos,  deberán  aprobar  un  plan  de  saneamiento
financiero o de reducción de deuda para corregir, en un plazo máximo de cinco años, el signo
del  remanente  de  tesorería  para  gastos  generales  antes  definido  o  del  ahorro  neto  o  el
volumen  de  endeudamiento,  respectivamente.  Por  lo  que  se  refiere  a  este  último  deberá
corregirse  hasta  el  límite  antes  citado,  en  el  caso  de  que  dicho  volumen  se  encuentre
comprendido entre aquel porcentaje y el fijado en el artículo 53 del Texto Refundido de la Ley
Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de
marzo. En los restantes supuestos de endeudamiento excesivo, el plan de reducción de deuda
deberá corregir el nivel de deuda, como máximo, al porcentaje fijado en el último precepto
citado.

Los  citados  planes  deberán  comunicarse,  para  su  aprobación,  por  las  entidades  locales  al
órgano  competente  del  Ministerio  de  Hacienda,  salvo  que  la  Comunidad  Autónoma
correspondiente tenga atribuida en el Estatuto de Autonomía la tutela financiera de dichas
entidades, en cuyo caso se comunicará a esta.

La aprobación anterior implicará, a cualquier efecto, que la entidad local está cumpliendo con
los límites que fija la legislación reguladora de las haciendas locales en materia de autorización
de  operaciones  de  endeudamiento.  Este  mismo  efecto  se  derivará  de  los  planes  de
saneamiento financiero o de reducción de deuda que se  hubieren aprobado por el  órgano
competente que tenga atribuida la tutela financiera de las entidades locales, y a los que esté
dando cumplimiento, en aplicación de la disposición adicional septuagésima tercera de la Ley
17/2012,  de  27  de  diciembre,  de  Presupuestos  Generales  del  Estado  para  el  año  2013,
disposición  adicional  septuagésima  cuarta  de  la  Ley  22/2013,  de  23  de  diciembre,  de
Presupuestos  Generales  del  Estado  para  el  año  2014  y  septuagésima  séptima  de  la  Ley
36/2014, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2015.

En el caso de que las entidades mencionadas estén sujetas a un plan de ajuste por la aplicación
de medidas de apoyo financiero fundamentadas en la disposición adicional primera de la Ley
Orgánica 2/2012,  de 27 de abril,  de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera,
deberán modificarlo incluyendo la operación a la que se refiere esta disposición adicional en el
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momento en el que informen acerca del seguimiento de dicho plan de ajuste, entendiéndose
cumplido, en estos casos, el requerimiento del plan de saneamiento antes citado.

El interventor de la entidad local deberá emitir un informe anual del cumplimiento del plan de
saneamiento,  y  presentarlo  al  Pleno  de  la  corporación  local  para  su  conocimiento,  y  el
correspondiente  al  último  año  de  aquellos  planes  deberá,  además,  remitirlo  al  órgano
competente  de  la  Administración  Pública  que  tenga  atribuida  la  tutela  financiera  de  las
entidades locales.

En el caso de que se produzca un incumplimiento de los citados planes, la entidad local no
podrá  concertar  operaciones  de  endeudamiento  a  largo  plazo  para  financiar  cualquier
modalidad  de  inversión.  Además,  por  parte  del  órgano  competente  de  la  Administración
Pública que tenga atribuida la tutela financiera de las entidades locales se podrán proponer
medidas extraordinarias que deberán adoptar las entidades locales afectadas. En el caso de
que por estas no se adopten dichas medidas se podrán aplicar las medidas coercitivas y de
cumplimiento forzoso establecidas en los artículos 25 y 26 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de
abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.

Dos.  Fuera  del  marco regulado en  el  apartado 1  anterior  se  debe considerar  prohibida  la
formalización de las operaciones de renovaciones sucesivas de deuda a corto plazo.

INFORMACIÓN A SUMINISTRAR POR LAS CORPORACIONES LOCALES:  El artículo 112 de la
LPGE,  establece  como  ya  es  habitual  la  información  a  suministrar  por  las  EELL,  a  fin  de
proceder a la liquidación definitiva de la participación en los tributos del Estado de 2020, a tal
efecto dispone:

Con el fin de proceder a la liquidación definitiva de la participación de los Ayuntamientos en
los tributos del Estado, correspondiente a 2021, las respectivas Corporaciones locales deberán
facilitar, antes del 30 de junio del año 2021, en la forma que se determine por los órganos
competentes del Ministerio de Hacienda, la siguiente documentación:

1. Una certificación comprensiva de la recaudación líquida obtenida en 2019 por el Impuesto
sobre Bienes Inmuebles,  por  el  Impuesto sobre Actividades Económicas y por  el  Impuesto
sobre Vehículos de Tracción Mecánica. En el Impuesto sobre Bienes Inmuebles se especificará
la recaudación correspondiente a los bienes inmuebles de características especiales.

2. Una certificación comprensiva de las bases imponibles deducidas de los padrones del año
2019, así como de las altas producidas en los mismos, correspondientes al Impuesto sobre
Bienes Inmuebles, urbanos, y de los tipos exigibles en el municipio en los tributos que se citan
en el párrafo precedente. En relación con el Impuesto sobre Bienes Inmuebles se especificará
la información tributaria correspondiente a los bienes inmuebles de características especiales.
Además,  se  especificarán las  reducciones que se  hubieren aplicado en 2019,  a  las  que se
refiere  la  disposición  adicional  novena  del  texto  refundido  de  la  Ley  Reguladora  de  las
Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

3. Una certificación de las cuotas exigibles en el Impuesto sobre Actividades Económicas en
2019, incluida la incidencia de la aplicación del coeficiente a que se refiere el artículo 86 del
texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, vigentes en aquel período impositivo.
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Dos. La documentación se transmitirá electrónicamente en los modelos habilitados para tal fin,
mediante  firma  electrónica  del  Interventor  o,  en  su  caso,  del  titular  del  órgano  de  la
Corporación local que tenga atribuida la función de contabilidad.

RETENCIONES A PRACTICAR A LAS ENTIDADES LOCALES EN APLICACIÓN DE LA DISPOSICIÓN
ADICIONAL CUARTA DEL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY REGULADORA DE LAS HACIENDAS
LOCALES.

Las  retenciones  en  la  participación  en  los  tributos  del  Estado  que  deban  acordarse  para
compensar  las  deudas  firmes  contraídas  con  el  Estado  por  las  Corporaciones  Locales  se
realizarán por la la Secretaría General de Financiación Autonómica y Local, previa solicitud del
órgano competente. 

La retención será del 50% de la cuantía asignada a la Corporación tanto en las entregas a
cuenta como en la liquidación definitiva.

Alcanzará el 100% cuando se trate de deudas derivadas de tributos del Estado legalmente
repercutidos, de cotizaciones sociales, etc.

En ambos casos la retener en el conjunto del ejercicio podrá reducirse cuando se justifique la
existencia  de  graves  desfases  de  tesorería  generados  por  la  prestación  de  aquellas
obligaciones relativas:

a. Al cumplimiento regular de las obligaciones de personal;

b. A la prestación de los servicios públicos obligatorios en función del número de habitantes
del municipio;

c.  A la prestación de servicios sociales,  protección civil  y extinción de incendios,  para cuya
realización no se exija contraprestación alguna en forma de precio público o tasa equivalente
al coste del servicio realizado.

 En ningún caso podrá establecerse un porcentaje de retención inferior al 25% de la entrega a
cuenta.

COTIZACIONES SOCIALES DURANTE 2021: 

-El  tope  máximo  de  la  base  de  cotización  queda  fijado  en  la  cuantía  de  4.070,10  euros
mensuales.

-El tope mínimo será la cuantía del salario mínimo interprofesional (950,00), incrementadas en
un sexto de paga extra.

- Lo Tipos de cotización para el ejercicio de 2021 serán:

A) Para las contingencias comunes el 28,30 por ciento, siendo el 23,60 por ciento a cargo de la
empresa y el 4,70 por ciento a cargo del trabajador.

B) Para las contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales se aplicarán
los  porcentajes de la  tarifa  de primas incluida  en la  disposición adicional  cuarta de la  Ley
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42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2007, siendo
las primas resultantes a cargo exclusivo de la empresa.

C) Para la contingencia de desempleo:

a)  Contratación  indefinida,  incluidos  los  contratos  indefinidos  a  tiempo  parcial  y  fijos
discontinuos,  así  como  la  contratación  de  duración  determinada  en  las  modalidades  de
contratos formativos en prácticas y para la formación y el aprendizaje, de relevo, interinidad y
contratos,  cualquiera  que  sea  la  modalidad  utilizada,  realizados  con  trabajadores
discapacitados: el 7,05 por ciento, del que el 5,50 por ciento será a cargo del empresario y el
1,55 por ciento a cargo del trabajador.

b) Contratación de duración determinada:

1.º Contratación de duración determinada a tiempo completo: el 8,30 por ciento, del que el
6,70 por ciento será a cargo del empresario y el 1,60 por ciento a cargo del trabajador.

2.º Contratación de duración determinada a tiempo parcial: el 8,30 por ciento, del que el 6,70
por ciento será a cargo del empresario y el 1,60 por ciento a cargo del trabajador.

El tipo de cotización para los trabajadores por cuenta ajena de carácter eventual, incluidos en
el Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Ajena Agrarios establecido en el Régimen
General de la Seguridad Social, será el fijado en el inciso 1.º, de la letra b) anterior, para la
contratación de duración determinada a tiempo completo, salvo cuando sea de aplicación el
tipo  de  cotización  previsto  en  la  letra  a)  anterior,  para  contratos  concretos  de  duración
determinada o para trabajadores discapacitados.

D) Para la cotización al Fondo de Garantía Salarial, el 0,20 por ciento a cargo exclusivo de la
empresa.

E) Para la cotización por formación profesional, el 0,70 por ciento, siendo el 0,60 por ciento a 
cargo de la empresa y el 0,10 por ciento a cargo del trabajador

CUENTA GENERAL: La disposición final 19ª modifica, con gran incidencia en el ámbito local, los
apartados 3 y 5 del artículo 212 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas
Locales, aprobado por Real Decreto legislativo 2/2004, de 5 de marzo, en los términos que
figuran a continuación, facilitando la rendición de la Cuenta General al reducir  el  plazo de
alegaciones y desplazando al  Presidente de la  Corporación la  obligación de su  remisión al
Tribunal de Cuentas.

Disposición final décima novena. Modificación del texto refundido de la Ley reguladora de las
Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

Con efectos desde la entrada en vigor de esta Ley y vigencia indefinida se da nueva redacción a
los apartados 3 y 5 del artículo 212, del texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas
Locales, aprobado por Real Decreto legislativo 2/2004, de 5 de marzo, que quedan redactados
como sigue:

«Artículo 212. Rendición, publicidad y aprobación de la cuenta general.

[…]
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3.  La  cuenta general,  con el  informe de la  Comisión  Especial  a  que se  refiere  el  apartado
anterior,  será  expuesta  al  público por  plazo  de  15 días  durante  los  cuales  los  interesados
podrán examinarla y presentar reclamaciones, reparos u observaciones. Examinados estos por
la Comisión Especial y practicadas por ésta, cuantas comprobaciones estime necesarias emitirá
nuevo informe.

[…]

5.  Una  vez  que  el  Pleno  se  haya  pronunciado  sobre  la  Cuenta  General,  aprobándola  o
rechazándola, el presidente de la corporación la rendirá al Tribunal de Cuentas.»

El resto del artículo mantiene la misma redacción.

PERMISOS Y VACACIONES: La disposición final 37ª de la LPGE modifica, con efectos desde su
entrada en vigor y vigencia indefinida se modifican los artículos 48, 49 y 50 del texto refundido
del  Estatuto  Básico  del  Empleado  Público  (EBEP),  aprobado  por  Real  Decreto  legislativo
5/2015,  de  30  de  octubre,  introduciendo los  permisos  por  hospitalización  o  intervención
quirúrgica sin hospitalización que precise de reposo domiciliario, de un familiar de primer o
segundo grado de consanguinidad o afinidad, que se equiparan a los motivados por accidente
o enfermedad graves  de familiares del mismo grado, en os términos recogidos por el artículo
48 del EBEP.

También  se  limita,  en  este  mismo artículo,  el  periodo  de  aplicación  de  la  sustitución  del
tiempo de lactancia por un permiso retribuido, eliminando la posibilidad de solicitarlo a partir
de  que,  desde  el  nacimiento  del  menor,  haya  transcurrido  un  tiempo  equivalente  al  del
permiso por nacimiento, adopción, guarda, acogimiento o del progenitor diferente de la madre
biológica respectivo.

Por otro lado, se puntualiza la extensión del periodo de  disfrute del permiso por adopción,
por guarda con fines de adopción, o acogimiento y del permiso del progenitor diferente de la
madre biológica por nacimiento, guarda con fines de adopción, acogimiento o adopción de
un hijo o hija  (artículo 49), cuando ambos progenitores trabajen,  que, una vez finalizado el
descanso obligatorio posterior al hecho causante, podrá ejercitarse dentro de los doce meses a
contar o bien desde el nacimiento del hijo o hija, o bien desde la resolución judicial por la que
se constituye la adopción o bien de la decisión administrativa de guarda con fines de adopción
o de acogimiento.

Por último, la modificación del artículo 50 del EBEP recoge expresamente la imposibilidad de
sustitución del disfrute del periodo vacacional por un importe económico, consignando, no
obstante, el derecho a solicitar una compensación económica por parte de los funcionarios
públicos, en los supuestos de conclusión de su relación de servicios por causas ajenas a su
voluntad.

El texto aprobado es el siguiente:

Disposición final trigésima séptima. Modificación del Real Decreto legislativo 5/2015, de 30 de
octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado
Público.

Con efectos desde la entrada en vigor de esta Ley y vigencia indefinida se modifica el texto
refundido del  Estatuto Básico  del  Empleado Público,  aprobado por  Real  Decreto legislativo
5/2015, de 30 de octubre, de la siguiente forma:
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Uno. Se da nueva redacción a las letras a) y f) del artículo 48, que quedan redactadas como
sigue:

«Artículo 48. Permisos de los funcionarios públicos.

Los funcionarios públicos tendrán los siguientes permisos:

a) Por fallecimiento, accidente o enfermedad graves, hospitalización o intervención quirúrgica
sin hospitalización que precise de reposo domiciliario, de un familiar dentro del primer grado de
consanguinidad  o  afinidad,  tres  días  hábiles  cuando  el  suceso  se  produzca  en  la  misma
localidad, y cinco días hábiles cuando sea en distinta localidad.

Cuando  se  trate  del  fallecimiento,  accidente  o  enfermedad  graves,  hospitalización  o
intervención quirúrgica sin hospitalización que precise de reposo domiciliario, de un familiar
dentro del segundo grado de consanguinidad o afinidad, el permiso será de dos días hábiles
cuando se produzca en la misma localidad y de cuatro días hábiles cuando sea en distinta
localidad.

[…]

f) Por lactancia de un hijo menor de doce meses tendrán derecho a una hora de ausencia del
trabajo que podrá dividir en dos fracciones. Este derecho podrá sustituirse por una reducción de
la jornada normal en media hora al inicio y al final de la jornada, o en una hora al inicio o al
final de la jornada, con la misma finalidad.

El permiso contemplado en este apartado constituye un derecho individual de los funcionarios,
sin que pueda transferirse su ejercicio al otro progenitor, adoptante, guardador o acogedor.

Se podrá solicitar la sustitución del tiempo de lactancia por un permiso retribuido que acumule
en  jornadas  completas  el  tiempo  correspondiente.  Esta  modalidad  se  podrá  disfrutar
únicamente  a  partir  de  la  finalización  del  permiso  por  nacimiento,  adopción,  guarda,
acogimiento o del progenitor diferente de la madre biológica respectivo.

Este permiso se incrementará proporcionalmente en los casos de parto, adopción, guarda con
fines de adopción o acogimiento múltiple.»

El resto del artículo mantiene la misma redacción.

Dos. Se da nueva redacción a las letras b) y c) del artículo 49, que quedan redactadas como
sigue:

«Artículo 49. Permisos por motivos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral, por
razón de violencia de género y para las víctimas de terrorismo y sus familiares directos.

[…]

b) Permiso por adopción, por guarda con fines de adopción, o acogimiento, tanto temporal
como  permanente:  tendrá  una  duración  de  dieciséis  semanas.  Seis  semanas  deberán
disfrutarse a jornada completa de forma obligatoria e ininterrumpida inmediatamente después
de la resolución judicial por la que se constituye la adopción o bien de la decisión administrativa
de guarda con fines de adopción o de acogimiento.

En el caso de que ambos progenitores trabajen y transcurridas las seis primeras semanas de
descanso obligatorio, el período de disfrute de este permiso podrá llevarse a cabo de manera
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interrumpida y  ejercitarse  desde la  finalización del  descanso obligatorio  posterior  al  hecho
causante dentro de los doce meses a contar o bien desde el nacimiento del hijo o hija, o bien
desde  la  resolución  judicial  por  la  que  se  constituye  la  adopción  o  bien  de  la  decisión
administrativa de  guarda  con fines  de  adopción  o  de  acogimiento.  En  el  caso  del  disfrute
interrumpido se requerirá, para cada período de disfrute, un preaviso de al menos 15 días y se
realizará por semanas completas.

Este  permiso se  ampliará  en dos  semanas más en el  supuesto de  discapacidad del  menor
adoptado o acogido y por cada hijo o hija, a partir del segundo, en los supuestos de adopción,
guarda con fines de adopción o acogimiento múltiple, una para cada uno de los progenitores.

El cómputo del plazo se contará a elección del progenitor, a partir de la decisión administrativa
de guarda con fines de adopción o acogimiento, o a partir de la resolución judicial por la que se
constituya la adopción sin que en ningún caso un mismo menor pueda dar derecho a varios
periodos de disfrute de este permiso.

Este permiso podrá disfrutarse a jornada completa o a tiempo parcial, cuando las necesidades
de servicio lo permitan, y en los términos que reglamentariamente se determine, conforme a
las reglas establecidas en el presente artículo.

Si fuera necesario el desplazamiento previo de los progenitores al país de origen del adoptado,
en  los  casos  de  adopción  o  acogimiento  internacional,  se  tendrá  derecho,  además,  a  un
permiso de hasta dos meses de duración, percibiendo durante este periodo exclusivamente las
retribuciones básicas.

Con independencia del permiso de hasta dos meses previsto en el párrafo anterior y para el
supuesto  contemplado  en  dicho  párrafo,  el  permiso  por  adopción,  guarda  con  fines  de
adopción  o  acogimiento,  tanto  temporal  como  permanente,  podrá  iniciarse  hasta  cuatro
semanas antes  de la  resolución judicial  por  la  que se  constituya la adopción o la  decisión
administrativa o judicial de acogimiento.

Durante  el  disfrute  de  este  permiso  se  podrá  participar  en  los  cursos  de  formación  que
convoque la Administración.

Los supuestos de adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento, tanto temporal como
permanente, previstos en este artículo serán los que así se establezcan en el Código Civil o en
las leyes civiles de las comunidades autónomas que los regulen, debiendo tener el acogimiento
temporal una duración no inferior a un año.

c) Permiso del progenitor diferente de la madre biológica por nacimiento, guarda con fines de
adopción, acogimiento o adopción de un hijo o hija: tendrá una duración de dieciséis semanas
de las cuales las seis semanas inmediatas posteriores al hecho causante serán en todo caso de
descanso obligatorio. Este permiso se ampliará en dos semanas más, una para cada uno de los
progenitores, en el supuesto de discapacidad del hijo o hija, y por cada hijo o hija a partir del
segundo  en  los  supuestos  de  nacimiento,  adopción,  guarda  con  fines  de  adopción  o
acogimiento  múltiples,  a  disfrutar  a  partir  de  la  fecha  del  nacimiento,  de  la  decisión
administrativa de guarda con fines de adopción o acogimiento, o de la resolución judicial por la
que se constituya la adopción.

Este permiso podrá distribuirse por el progenitor que vaya a disfrutar del mismo siempre que
las seis primeras semanas sean ininterrumpidas e inmediatamente posteriores a la fecha del
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nacimiento, de la decisión judicial de guarda con fines de adopción o acogimiento o decisión
judicial por la que se constituya la adopción.

En el caso de que ambos progenitores trabajen y transcurridas las seis primeras semanas, el
período de disfrute de este permiso podrá llevarse a cabo de manera interrumpida dentro de
los doce meses a contar o bien desde el nacimiento del hijo o hija, o bien desde la resolución
judicial por la que se constituye la adopción o bien de la decisión administrativa de guarda con
fines de adopción o de acogimiento. En el caso del disfrute interrumpido se requerirá, para
cada período de disfrute,  un preaviso de al  menos quince días y  se realizará por semanas
completas.

En el caso de que se optara por el disfrute del presente permiso con posterioridad a la semana
dieciséis  del  permiso  por  nacimiento,  si  el  progenitor  que  disfruta  de  este  último permiso
hubiere solicitado la acumulación del tiempo de lactancia de un hijo menor de doce meses en
jornadas completas del apartado f) del artículo 48, será a la finalización de ese período cuando
se dará inicio al cómputo de las diez semanas restantes del permiso del progenitor diferente de
la madre biológica.

Este permiso podrá disfrutarse a jornada completa o a tiempo parcial, cuando las necesidades
del servicio lo permitan, y en los términos que reglamentariamente se determinen, conforme a
las reglas establecidas en el presente artículo.

En los casos de parto prematuro y en aquellos en que, por cualquier otra causa, el neonato
deba permanecer hospitalizado a continuación del parto, este permiso se ampliará en tantos
días  como  el  neonato  se  encuentre  hospitalizado,  con  un  máximo  de  trece  semanas
adicionales.

En el supuesto de fallecimiento del hijo o hija, el periodo de duración del permiso no se verá
reducido, salvo que, una vez finalizadas las seis semanas de descanso obligatorio se solicite la
reincorporación al puesto de trabajo.

Durante el disfrute de este permiso, transcurridas las seis primeras semanas ininterrumpidas e
inmediatamente posteriores a la fecha del nacimiento, se podrá participar en los cursos de
formación que convoque la Administración.

En los casos previstos en los apartados a), b), y c) el tiempo transcurrido durante el disfrute de
estos permisos se computará como de servicio efectivo a todos los efectos, garantizándose la
plenitud  de  derechos  económicos  de  la  funcionaria  y,  en  su  caso,  del  otro  progenitor
funcionario,  durante  todo  el  periodo  de  duración  del  permiso,  y,  en  su  caso,  durante  los
periodos posteriores al disfrute de este, si de acuerdo con la normativa aplicable, el derecho a
percibir algún concepto retributivo se determina en función del periodo de disfrute del permiso.

Los funcionarios que hayan hecho uso del permiso por nacimiento, adopción, guarda con fines
de  adopción  o  acogimiento,  tanto  temporal  como  permanente,  tendrán  derecho,  una  vez
finalizado  el  periodo  de  permiso,  a  reintegrarse  a  su  puesto  de  trabajo  en  términos  y
condiciones  que  no  les  resulten  menos  favorables  al  disfrute  del  permiso,  así  como  a
beneficiarse de cualquier mejora en las condiciones de trabajo a las que hubieran podido tener
derecho durante su ausencia.»

El resto del artículo mantiene la misma redacción.

Tres. Se añade un apartado 3, nuevo, del artículo 50, con la siguiente redacción:
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«Artículo 50. Vacaciones de los funcionarios públicos.

[…]

3.  El  período  de  vacaciones  anuales  retribuidas  de  los  funcionarios  públicos  no  puede  ser
sustituido por una cuantía económica. En los casos de renuncia voluntaria deberá garantizarse
en todo caso el disfrute de las vacaciones devengadas.

No  obstante,  lo  anterior,  en  los  casos  de  conclusión  de  la  relación  de  servicios  de  los
funcionarios públicos por causas ajenas a la voluntad de estos, tendrán derecho a solicitar el
abono de una compensación económica por las vacaciones devengadas y no disfrutadas; y en
particular, en los casos de jubilación por incapacidad permanente o por fallecimiento, hasta un
máximo de dieciocho meses.»

CONTRATACIÓN PÚBLICA: la disposición final 40ª de la LPGE modifica, con efectos desde su
entrada  en  vigor  y  vigencia  indefinida,  los  artículos  siguientes  de  la  Ley  9/2017,  de  8  de
noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico
español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26
de febrero de 2014 (LCSP). Se reseñan a continuación los de mayor trascendencia para las
entidades locales.

Se suprime el apartado 5 y se da nueva redacción a los apartados 2 y 4 del artículo 32, en
relación con los encargos de los poderes adjudicadores a medios propios personificados. Se
simplifica el contenido de la memoria. Igualmente se elimina la limitación de condición de
medio propio personificado y la  imposibilidad de seguir  efectuando encargos a la  persona
jurídica afectada por el incumplimiento sobrevenido de alguno de los requisitos establecidos.

Respecto a  los  encargos  de  entidades  pertenecientes  al  sector  público que no tengan la
consideración de poder adjudicador a medios propios personificados, se da nueva redacción
al apartado 2 del artículo 33, suprimiendo la necesidad de que determinados condicionantes
queden reflejados en la memoria integrante de las cuentas anuales del ente destinatario del
encargo y en consecuencia, la obligación de que sean objeto de verificación en la auditoría de
dichas cuentas anuales.

Se  modifica  el  artículo  159  de  la  LCSP,  para  ampliar  los  umbrales  de  aplicación  del
procedimiento  abierto simplificado para los contratos  de suministro y  de servicios (valor
estimado  de  hasta  135.000,00  euros),  y  del  procedimiento  abierto  simplificado  de
tramitación sumaria (valor estimado inferior a 60.000,00 euros).

Por último, se modifica el artículo 321 de la LCSP, excluyendo del ámbito de aplicación de esta
ley  los  contratos  entre  dos  sociedades  mercantiles  del  sector  público  que  no  ostenten  el
carácter  de  poder  adjudicador,  siempre  y  cuando  se  cumplan  todas  y  cada  una  de  las
condiciones que este precepto establece.

El tenor literal de la disposición aprobada es el siguiente:

Disposición  final  cuadragésima.  Modificación  de  la  Ley  9/2017,  de  8  de  noviembre,  de
Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las
Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero
de 2014.
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Con efectos desde la entrada en vigor de esta Ley y vigencia indefinida se modifica la Ley
9/2017,  de  8  de  noviembre,  de  Contratos  del  Sector  Público,  por  la  que  se  transponen  al
ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE
y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, de la siguiente forma:

Uno. Se suprime el apartado 5 y se da nueva redacción a los apartados 2 y 4 del artículo 32,
quedando redactados como sigue:

«Artículo 32. Encargos de los poderes adjudicadores a medios propios personificados.

[…]

2.  Tendrán la  consideración  de  medio  propio  personificado respecto  de  una única  entidad
concreta  del  sector  público  aquellas  personas  jurídicas,  de  derecho  público  o  de  derecho
privado, que cumplan todos y cada uno de los requisitos que se establecen a continuación:

a) Que el poder adjudicador que pueda conferirle encargos ejerza sobre el ente destinatario de
los mismos un control, directo o indirecto, análogo al que ostentaría sobre sus propios servicios
o unidades, de manera que el primero pueda ejercer sobre el segundo una influencia decisiva
sobre sus objetivos estratégicos y decisiones significativas.

En todo caso se entenderá que el poder adjudicador que puede conferirle encargos ostenta
sobre  el  ente  destinatario  del  mismo  un  control  análogo  al  que  ejerce  sobre  sus  propios
servicios o unidades cuando él mismo o bien otro u otros poderes adjudicadores o personas
jurídicas controlados del mismo modo por el primero puedan conferirle encargos que sean de
ejecución obligatoria para el ente destinatario del encargo por así establecerlo los estatutos o
el acto de creación, de manera que exista una unidad de decisión entre ellos, de acuerdo con
instrucciones fijadas unilateralmente por el ente que puede realizar el encargo.

La compensación se establecerá por referencia a tarifas aprobadas por la entidad pública de la
que depende el medio propio personificado para las actividades objeto de encargo realizadas
por  el  medio  propio  directamente  y,  en  la  forma  que  reglamentariamente  se  determine,
atendiendo al coste efectivo soportado por el  medio propio para las actividades objeto del
encargo que se subcontraten con empresarios particulares en los casos en que este coste sea
inferior al resultante de aplicar las tarifas a las actividades subcontratadas.

Dichas tarifas se calcularán de manera que representen los costes reales de realización de las
unidades producidas directamente por el medio propio.

b) Que más del 80 por ciento de las actividades del ente destinatario del encargo se lleven a
cabo en el ejercicio de los cometidos que le han sido confiados por el poder adjudicador que
hace el encargo y que lo controla o por otras personas jurídicas controladas del mismo modo
por la entidad que hace el encargo.

A estos  efectos,  para  calcular  el  80 por ciento de las actividades  del  ente destinatario del
encargo se tomarán en consideración el promedio del volumen global de negocios, los gastos
soportados por los servicios prestados al poder adjudicador en relación con la totalidad de los
gastos en que haya incurrido el medio propio por razón de las prestaciones que haya realizado
a cualquier entidad, u otro indicador alternativo de actividad que sea fiable, y todo ello referido
a los tres ejercicios anteriores al de formalización del encargo.
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Cuando debido a la fecha de creación o de inicio de actividad del poder adjudicador que hace el
encargo, o debido a la reorganización de las actividades de este, el volumen global de negocios,
u otro indicador alternativo de actividad, de acuerdo con lo establecido en el párrafo anterior,
no  estuvieran  disponibles  respecto  de  los  tres  ejercicios  anteriores  a  la  formalización  del
encargo o hubieran perdido su vigencia, será suficiente con justificar que el cálculo del nivel de
actividad se corresponde con la realidad, en especial mediante proyecciones de negocio.

c)  Cuando el  ente destinatario del  encargo sea un ente de personificación jurídico-privada,
además, la totalidad de su capital o patrimonio tendrá que ser de titularidad o aportación
pública.

d) La condición de medio propio personificado de la entidad destinataria del encargo respecto
del concreto poder adjudicador que hace el encargo deberá reconocerse expresamente en sus
estatutos o actos de creación, previo cumplimiento de los siguientes requisitos:

1.º Conformidad o autorización expresa del  poder adjudicador respecto del  que vaya a ser
medio propio.

2.º Verificación por la entidad pública de que dependa el ente que vaya a ser medio propio, de
que cuenta con medios personales y materiales apropiados para la realización de los encargos
de conformidad con su objeto social.

Los estatutos o acto de creación del ente destinatario del encargo deberá determinar: el poder
adjudicador respecto del cual tiene esa condición; precisar el régimen jurídico y administrativo
de los encargos que se les puedan conferir; y establecer la imposibilidad de que participen en
licitaciones  públicas  convocadas  por  el  poder  adjudicador  del  que  sean  medio  propio
personificado, sin perjuicio de que, cuando no concurra ningún licitador, pueda encargárseles la
ejecución de la prestación objeto de las mismas.

En todo caso, se presumirá que cumple el requisito establecido en el número 2.º de la presente
letra cuando haya obtenido la correspondiente clasificación respecto a los grupos, subgrupos y
categorías que ostente.

[…]

4.  Tendrán la consideración de medio propio personificado respecto de dos o más poderes
adjudicadores que sean independientes entre sí aquellas personas jurídicas, de derecho público
o de derecho privado, que cumplan todos y cada uno de los requisitos que se establecen a
continuación:

a)  Que  los  poderes  adjudicadores  que  puedan  conferirle  encargos  ejerzan  sobre  el  ente
destinatario  del  mismo un  control  conjunto  análogo  al  que  ostentarían  sobre  sus  propios
servicios o unidades.

Se entenderá que existe control conjunto cuando se cumplan todas las condiciones siguientes:

1.º Que en los órganos decisorios del ente destinatario del encargo estén representados todos
los entes que puedan conferirle encargos, pudiendo cada representante representar a varios de
estos últimos o a la totalidad de ellos.

2.º Que estos últimos puedan ejercer directa y conjuntamente una influencia decisiva sobre los
objetivos estratégicos y sobre las decisiones significativas del ente destinatario del encargo.
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3.º Que el ente destinatario del encargo no persiga intereses contrarios a los intereses de los
entes que puedan conferirle encargos.

La compensación se establecerá, por referencia a tarifas aprobadas por la entidad pública de la
que depende el medio propio personificado para las actividades objeto de encargo realizadas
por  el  medio  propio  directamente  y,  en  la  forma  que  reglamentariamente  se  determine,
atendiendo al coste efectivo soportado por el  medio propio para las actividades objeto del
encargo que se subcontraten con empresarios particulares en los casos en que este coste sea
inferior al resultante de aplicar las tarifas a las actividades subcontratadas.

Dichas tarifas se calcularán de manera que representen los costes reales de realización de las
unidades producidas directamente por el medio propio.

b) Que más del 80 por ciento de las actividades del ente destinatario del encargo se lleven a
cabo en el ejercicio de los cometidos que le han sido confiados por los poderes adjudicadores
que  lo  controlan  o  por  otras  personas  jurídicas  controladas  por  los  mismos  poderes
adjudicadores. El cálculo del 80 por ciento se hará de acuerdo con lo establecido en la letra b)
del apartado 2 de este artículo.

c) Que cumplan los requisitos que establece este artículo en su apartado 2 letras c) y d).

5. (Suprimido).»

El resto del artículo mantiene la misma redacción.

Dos. Se da nueva redacción al apartado 2 del artículo 33, quedando redactado como sigue:

«Artículo  33.  Encargos  de  entidades  pertenecientes  al  sector  público  que  no  tengan  la
consideración de poder adjudicador a medios propios personificados.

[…]

2.  Tendrán  la  consideración  de  medio  propio  personificado  respecto  de  una  entidad
perteneciente al Sector Público que no tenga la consideración de poder adjudicador, aquellas
personas jurídicas, de derecho público o de derecho privado, que cumplan todos y cada uno de
los requisitos siguientes:

a) Que el ente que hace el encargo ostente control, directo o indirecto, en el sentido del artículo
32.2.a), primer y segundo párrafos de esta Ley, sobre el ente destinatario del mismo.

b) Que la totalidad del capital social o patrimonio del ente destinatario del encargo sea de
titularidad pública.

c) Que más del 80 por ciento de las actividades del ente destinatario del encargo se lleven a
cabo en el ejercicio de los cometidos que le han sido confiados por la entidad que realiza el
encargo y que lo controla o por otras personas jurídicas controladas del mismo modo por la
entidad que realiza el encargo.»

El resto del artículo mantiene la misma redacción.

Tres. Se da nueva redacción la letra a) del apartado 1 del artículo 159, que queda redactada
como sigue:

«Artículo 159. Procedimiento abierto simplificado.
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[…]

a) Que su valor estimado sea igual o inferior a 2.000.000 de euros en el caso de contratos de
obras, y en el caso de contratos de suministro y de servicios, que su valor estimado sea igual o
inferior a las cantidades establecidas en los artículos 21.1, letra a) y 22.1, letra a) de esta Ley,
respectivamente, o a sus correspondientes actualizaciones.»

El resto del apartado mantiene la misma redacción.

Cuatro. Se da nueva redacción al primer párrafo del apartado 6 del artículo 159, que queda
redactado como sigue:

«6.  En  contratos  de  obras  de  valor  estimado  inferior  a  80.000  euros,  y  en  contratos  de
suministros y de servicios de valor estimado inferior a 60.000 euros, excepto los que tengan por
objeto prestaciones de carácter intelectual a los que no será de aplicación este apartado, el
procedimiento abierto simplificado podrá seguir la siguiente tramitación:»

El resto del apartado mantiene la misma redacción.

Cinco. Se añade un apartado 6, nuevo, al artículo 321, con la siguiente redacción:

«Artículo 321. Adjudicación de contratos de las entidades del sector público que no tengan el
carácter de poderes adjudicadores.

[…]

6. Estarán excluidos de la aplicación de esta Ley los contratos entre dos sociedades mercantiles
pertenecientes al sector público que no ostenten el carácter de poder adjudicador, siempre y
cuando se cumplan todas y cada una de las siguientes condiciones:

a) Que la sociedad contratante ostente de manera directa o indirecta la totalidad del capital
social de la contratista o viceversa, o que una tercera sociedad, también del sector público, que
tampoco tenga el  carácter  de  poder  adjudicador  ostente  de  manera directa  o indirecta  la
titularidad del 100 por 100 del capital social de las dos primeras.

b) Que los contratos tengan por objeto la adquisición de bienes o la prestación de servicios que
sean necesarios para la  realización de la  actividad mercantil propia del  objeto social  de la
entidad contratante.

c) Que los contratos no distorsionen la libre competencia en el mercado.

A los efectos de lo establecido en el párrafo anterior el Departamento ministerial u organismo
al que corresponda la tutela de  la  sociedad contratante solicitará  un informe previo de la
Comisión Nacional de los Mercados y de la Competencia o,  en su caso, de la autoridad de
competencia  autonómica correspondiente  que analice  los  contratos  concretos  o  categorías
generales  de  contratos  de similares  características  que las  sociedades  prevean suscribir.  El
informe será evacuado en el plazo máximo de veinte días hábiles.»

El resto del artículo mantiene la misma redacción.

   En Cáceres de 11 de enero de 2021
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	Grupo/Subgrupo EBEP
	Sueldo (€)
	Trienios (€)
	A1
	749,38
	28,85
	A2
	765,83
	27,79
	B
	793,33
	28,92
	C1
	681,43
	24,91
	C2
	650,20
	19,44
	E (Ley 30/1984) y Agrupaciones Profesionales (EBEP)
	600,58
	14,78
	Anual/€
	De 1 a 1.999 habitantes.
	1.174,88
	De 2.000 a 4.999 habitantes.
	1.762,09
	De 5.000 a 6.999 habitantes.
	2.349,38
	De 7.000 a 14.999 habitantes.
	3.523,83
	De 15.000 o más habitantes.
	4.698,38
	Anual/€
	De 1 a 499 habitantes.
	581,86
	De 500 a 999 habitantes.
	864,23
	De 1.000 a 1.999 habitantes.
	1.035,41
	De 2.000 a 2.999 habitantes.
	1.206,37
	De 3.000 a 4.999 habitantes.
	1.548,47
	De 5.000 a 6.999 habitantes.
	1.890,65
	Habitantes
	Referencia
	–
	€
	Más de 500.000
	109.494,57
	300.001 a 500.000
	98.545,10
	150.001 a 300.000
	87.595,64
	75.001 a 150.000
	82.121,45
	50.001 a 75.000
	71.172,02
	20.001 a 50.000
	60.222,56
	10.001 a 20.000
	54.747,30
	5.001 a 10.000
	49.273,11
	1.000 a 5.000
	43.797,83
	Dedicación
	Referencia
	–
	€
	Dedicación parcial al 75 %
	32.848,41
	Dedicación parcial al 50 %
	24.088,65
	Dedicación parcial al 25 %
	16.424,78

